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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de abril de 2021.  

Comparece ante nosotros, la señora Aracelis Burgos Curbelo (Sra. 

Burgos; apelante) mediante el presente recurso de Apelación y nos 

solicita que se revoque la Sentencia Parcial emitida el 28 de enero de 

2021, notificada el 1 de febrero de 2021, por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Hatillo (TPI). Mediante el aludido dictamen, el 

foro primario declaró Ha Lugar el remedio solicitado por la Corporación de 

Servicios Médico Primario y Prevención de Hatillo (CSM; apelada), en 

consecuencia, desestimó la reconvención instada por la apelante al 

amparo de la Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, según 

enmendada. 

Por tratarse de la desestimación de una reconvención, acogemos 

el presente recurso como una apelación. No obstante, en aras de la 

economía procesal se mantiene su codificación alfanumérica.  

Adelantamos que, por los fundamentos expuestos a continuación, 

se confirma la Sentencia Parcial apelada.  

I 

Surge del expediente que la Sra. Burgos presentó el 6 de julio de 

2020, una Querella por despido injustificado, represalias y discrimen al 

amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, 
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Ley Núm. 115, supra, y la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según 

enmendada, contra la apelada.1 Posteriormente, y en lo que nos ocupa en 

el caso ante nuestra consideración, la CSM presentó una Demanda2 el 21 

de agosto de 2020, por incumplimiento de contrato y daños y perjuicios 

contra la Sra. Burgos. Mediante la referida, expresó que la apelante había 

suscrito un contrato de empleo con la CSM el 26 de septiembre de 2011, 

en el cual se establecía que ocuparía el puesto de Directora de Finanzas 

de la CSM. Alegaron que en virtud de dicho contrato la Sra. Burgos se 

obligó a velar con el cumplimiento de todos los requisitos en el área de 

finanzas establecidos por leyes federales y estatales, a establecer un 

sistema de contabilidad confiable y aceptable, a evaluar los 

departamentos de facturación y cobro y a emitir recomendaciones para 

lograr un mejor rendimiento de los departamentos.  

No obstante, indicaron que luego de advenir en conocimiento 

“sobre posibles prácticas incorrectas en los procesos de facturación 

médica de [la] CSM, este pasado mes de mayo de 2020”, se solicitó una 

investigación por parte de la Directora Ejecutiva de la CSM, Marisol 

Rodríguez. La investigación iba dirigida a investigar cualquier práctica 

impropia o incorrecta y, de hallarse alguna, tomar la acción correctiva 

correspondiente. La CSM alegó que, como parte de la aludida 

investigación, encontró que hace (6) años atrás, la Sra. Burgos había 

implantado –en el área de facturación– la práctica de adjudicar facturas a 

médicos acreditados como billing providers, por servicios prestados por 

otros médicos, muchos de estos sin ser acreditados o sin estar 

autorizados por los planes médicos para cobrar su labor. En otras 

palabras, médicos que no estaban en la red de proveedores de la 

aseguradora. Además, encontró que hace dos (2) años atrás una de las 

aseguradoras le había informado a la Sra. Burgos, de manera formal, la 

ilegalidad de dichas actuaciones y, no empece a ello, la apelante continuó 

con la referida práctica contra las restantes aseguradoras. Por 

 
1 Caso civil número HA2020CV00145 ante el TPI.  
2 Véase Anejo 4 del recurso titulado Petición de certiorari.  
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consiguiente, arguyeron que la apelante incurrió en múltiples violaciones 

a las normas, manuales, procedimientos y reglamentos de la CSM y, 

además de ellos, “incumplió con las obligaciones que contrajo mediante 

su contrato de empleo con la Corporación, incluyendo las enumeradas en 

la sección intitulada ‘Descripción de Tareas y Responsabilidades’”.  

A tales efectos, manifestaron que dichas prácticas constituyeron 

crasas violaciones a las leyes y reglamentos tanto estatales como 

federales, incluyendo un posible fraude, el cual “expuso a CSM a 

múltiples reclamaciones en su contra, gastos exponenciales, daños y 

perjuicios[ ] y pérdidas millonarias”. En consecuencia, afirmó que tenía 

derecho a los daños y perjuicios a los cuales se expuso a raíz del 

incumplimiento contractual de la apelante, “lo cual previsiblemente le 

ocasionaría daños a la Corporación”. Consecuentemente, solicitaron 

daños económicos estimados en $1,000.000.00, de manera preliminar.  

Por su parte, la Sra. Burgos presentó el 10 de noviembre de 2020, 

su Contestación a demanda.3 En síntesis, negó las alegaciones 

expuestas en la demanda y levantó como defensas afirmativas que la 

demanda dejaba de exponer una causa de acción, falta de jurisdicción y 

represalias. A su vez, entabló una Reconvención4 bajo la Ley Núm. 115, 

supra, al amparo del procedimiento sumario establecido en la Ley Núm. 2 

de 17 de octubre de 1961, según enmendada. Mediante la referida, 

arguyó que la demanda instada en su contra por incumplimiento de 

contrato y daños y perjuicios fue radicada en represalia tras haber 

presentado la querella en el caso HA2020CV00145 en contra de la CSM. 

En consecuencia, aseveró que dichas acciones le causaron y continúan 

causándole daños. Por consiguiente, solicitó la desestimación con 

perjuicio y reclamó una suma no menor de $200,000.00, en adición, a las 

costas, gastos y honorarios de abogado ascendentes a $50,000.00 por 

temeridad.   

 
3 Véase Anejo 5 del recurso titulado Petición de certiorari.  
4 Id., a la pág. 9. 
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Así las cosas, la CSM presentó el 16 de diciembre de 2020, una 

Solicitud de desestimación de reconvención [...].5 En la misma, alegó que 

la reconvención instada era improcedente como cuestión de derecho. En 

específico, afirmó la inaplicabilidad de la Ley Núm. 115, supra, al presente 

caso sobre incumplimiento de contrato. Además, arguyó que no procedía 

la aludida demanda, toda vez que, ya la apelada había entablado una 

acción legal sobre represalias en un pleito independiente ante el TPI. En 

específico, resaltó que el caso de epígrafe no era un caso laboral, sino 

meramente sobre incumplimiento contractual. Así mismo, aseveró que el 

único acto bajo el cual se reclaman represalias va dirigido a la 

presentación de la demanda. Sobre el particular, reiteró la inaplicabilidad 

de la Ley Núm. 115, supra, debido a que la misma solo cobija a 

empleados. Por lo tanto, argumentaron que al momento de la 

presentación de la demanda la Sra. Burgos ya no laboraba para la CSM. 

En respuesta, la Sra. Burgos presentó el 23 de diciembre de 2020, 

su Oposición a solicitud de desestimación [...].6 En síntesis, alegó que la 

reconvención instada está directamente relacionada con la relación de 

empleo entre la CSM y esta, por consiguiente, manifestó que la 

reconvención estaba cobijada bajo las disposiciones de la Ley Núm. 115, 

supra.  

Atendidos los aludidos escritos, el TPI emitió el 28 de enero de 

2021 una Sentencia Parcial,7 notificada el 1 de febrero de 2021, en la cual 

desestimó la reconvención instada por la apelante. Sobre el particular, 

determinó que no aplicaba la Ley Núm. 115, supra, ya que no existía una 

relación obrero-patronal al momento de haberse presentado la demanda. 

Además, determinó que la reconvención no estaba relacionada con los 

términos y condiciones del empleo. Por consiguiente, la reconvención 

instada no presentaba una reclamación válida que ameritara la concesión 

de un remedio. A tales efectos, dispuso lo siguiente:  

 
5 Véase Anejo 6 del recurso titulado Petición de certiorari. 
6 Véase Anejo 7 del escrito titulado Petición de certiorari. 
7 Véase Anejo 7 del escrito titulado Petición de certiorari. 
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Las alegaciones de Burgos en la reconvención, simple y 
sencillamente, no tienen que ver, de forma alguna, con su 
empleo. Debido a que las alegadas acciones en represalias 
se limitan a la presentación de la Demanda del caso de 
autos y no hay alegación alguna que se pueda interpretar 
como una reclamación laboral entablada en contra de su 
patrono, pues de las propias alegaciones en récord y de las 
determinaciones de hechos aquí ́establecidas se desprende 
que Burgos ya no era empleada de la parte demandante 
cuando se instó́ la Demanda en su contra, este Tribunal 
declara HA LUGAR el remedio solicitado por la parte 
demandante y desestima la Reconvención presentada por 
Burgos al amparo de la Ley Núm. 115.  
 
Inconforme con el dictamen emitido, la apelante recurre ante 

nosotros. En síntesis, nos plantea que erró el TPI al desestimar la 

reconvención instada en el caso de epígrafe bajo la Ley Núm.115, supra, 

siendo esta una actividad protegida bajo dicho estatuto y al estar las 

alegaciones directamente relacionadas con el empleo entre ella y la CSM. 

II 
 

A. Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, según enmendada 
(Ley Núm. 115) 

 
 El origen de este estatuto “está anclado en la noción que 

germinó durante la década de los años ochenta en torno a que en 

Puerto Rico era necesario un estatuto que limitara específicamente 

la facultad patronal de despedir empleados por participar en 

procesos investigativos de naturaleza gubernamental.” (Énfasis 

nuestro.) Santiago Nieves v. Braulio Agosto Motors, 197 DPR 369, 376 

(2017). A tales efectos, en la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 115, 

supra, se establece como política pública la protección de los 

trabajadores y la misma se extendió a la comparecencia de los 

trabajadores a distintos foros, ya sea ante un foro legislativo, 

administrativo o judicial. El referido estatuto fue creado con el propósito 

de ampliar dicha protección para hacerla extensiva a información 

suministrada ante un requerimiento de un foro, aun cuando dicha 

información no verse directamente sobre los negocios del patrono y para 

conceder remedios adicionales como lo es la compensación por daños 

reales y emocionales y honorarios de abogado. Además, mediante el 
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referido estatuto se establecieron las normas evidenciarias para probar un 

despido ilegal bajo la causal de represalias.  

 Por consiguiente, “en nuestro ordenamiento jurídico quedó 

proscrito que un patrono tome represalias contra un empleado suyo 

que ofreció información en un proceso legislativo, judicial o 

administrativo.” (Énfasis nuestro.) Santiago Nieves v. Braulio Agosto 

Motors, supra, a la pág. 377-278. Cónsono a ello, el Artículo 2 de la Ley 

Núm.115, supra, especifica las actuaciones en las cuales un patrono no 

podrá incurrir. En específico, dispone lo siguiente:  

(a) Ningún patrono podrá despedir, amenazar o 
discriminar contra un empleado con relación a los 
términos, condiciones, compensación, ubicación, 
beneficios o privilegios del empleo porque el 
empleado ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o 
por escrito, cualquier testimonio, expresión o 
información ante un foro legislativo, administrativo o 
judicial en Puerto Rico, así como el testimonio, 
expresión o información que ofrezca o intente 
ofrecer, en los procedimientos internos establecidos 
de la empresa, o ante cualquier empleado o 
representante en una posición de autoridad, cuando 
dichas expresiones no sean de carácter difamatorio 
ni constituyan divulgación de información 
privilegiada establecida por ley. 
 
 [...] (Énfasis nuestro.) 

 
 De igual forma, el referido artículo establece en su inciso (c) que 

“[e]l empleado deberá probar la violación mediante evidencia directa o 

circunstancial.” No obstante, el empleado podrá establecer un caso prima 

facie sobre la violación del estatuto “probando que participó en una 

actividad protegida por esta ley y que fue subsiguientemente 

despedido, amenazado o discriminado en su contra de su empleo.” 

(Énfasis nuestro.) 29 LPRA sec.194b. A estos efectos, el Artículo 1 de 

dicho estatuto definió a un patrono como sigue:  

Significa todos los patronos por igual, sean estos patronos 
públicos o privados, corporaciones públicas, dueños de 
la carga y corredor de transporte, según definido en la Ley 
Núm. 109 del 28 de junio de 1962, según enmendada, 
conocida como la “Ley de Servicio Público de Puerto Rico”, 
o cualquiera otra denominación de patronos que exista en el 
presente o se cree en el futuro, toda persona natural o 
jurídica de cualquier índole, incluyendo el Gobierno de 
Puerto Rico, sus tres Ramas y sus instrumentalidades o 
corporaciones públicas, los gobiernos municipales y 
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cualquiera de sus instrumentalidades o corporaciones 
municipales, que con ánimo de lucro o sin él, emplee 
personas mediante cualquier clase de compensación y 
sus agentes y supervisores. Incluye, además, las 
organizaciones obreras y otras organizaciones, grupos o 
asociaciones privadas en las cuales participan empleados 
con el propósito de gestionar con los patronos sobre los 
términos y condiciones de empleo, así como las agencias de 
empleo. (Énfasis nuestro.) 29 LPRA sec. 194. 
 

 Por otro lado, definió a un empleado como “cualquier persona 

que preste servicios a cambio de salarios, o cualquier tipo de 

remuneración, mediante un contrato oral, escrito, explícito o 

implícito [...]”. (Énfasis nuestro.) Id.  

B. Moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2(5) de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2(5). 

 
 Al resolver una moción de desestimación bajo la Regla 

10.2(5), supra, los tribunales deberán tomar “como ciertos todos los 

hechos bien alegados en la demanda y que hayan sido aseverados de 

manera clara y concluyente, y que de su faz no den margen a 

dudas”. Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428 

(2008). La norma que impera es que “tales alegaciones hay que 

interpretarlas conjuntamente, liberalmente, y de la manera más favorable 

posible para la parte demandante.” Id., a la pág. 429. Por lo tanto, “al 

examinar la demanda para resolver este tipo de moción se debe ser 

sumamente liberal y ‘únicamente procedería [desestimar] cuando de los 

hechos alegados no podía concederse remedio alguno a favor del 

demandante’.” Colón Rivera v. Secretario, et al, 189 DPR 1033, 1049 

(2013), que cita a R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 4ta ed., 

San Juan, Ed. Lexis–Nexis, 2007, pág. 231. Además, “[t]ampoco procede 

la desestimación, si la demanda es susceptible de ser enmendada” Aut. 

Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., supra, a la pág. 429. 

 Nuestro máximo foro judicial ha expresado que al examinar una 

moción de este tipo “debemos considerar, ‘si a la luz de la situación 

más favorable al demandante, y resolviendo toda duda a favor de 

[e]ste, la demanda es suficiente para constituir una reclamación 

válida’”. (Énfasis nuestro.) Id. que cita a Pressure Vessels P.R. v. Empire 
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Gas P.R., [137 DPR 497 (1994)], Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 

842 (1991). Además, el Tribunal debe aceptar como ciertos todos los 

hechos que hayan sido bien alegados en la demanda y excluir de sus 

análisis conclusiones legales. Luego, debe determinar si, a base de esos 

hechos que aceptó como ciertos, la demanda establece una reclamación 

plausible que justifique la concesión de un remedio. Si de este análisis el 

Tribunal entiende que no se cumple con el estándar de plausibilidad 

entonces debe desestimar la demanda, pues no debe permitir que 

proceda una demanda insuficiente bajo el pretexto de que se podrán 

probar las alegaciones conclusorias con el descubrimiento de prueba. R. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, LexisNexis, 

2010, pág. 268. 

  Por su parte, el doctor Cuevas Segarra nos comenta que el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico explicó de forma acertada 

en Reyes v. Sucn. Sánchez Soto, 98 DPR 305,309 (1970) lo siguiente: 

El texto de la actual Regla es a[u]n más favorable para un 
demandante, ya que la moción para desestimar no ha de 
considerarse s[o]lo a la luz de una causa de acción 
determinada y sí a la luz del derecho del demandante a la 
concesión de un remedio, cualquiera que [e]ste sea. En 
vista de ello, las expresiones que hicimos en el caso de 
Boulon, particularmente la de que una demanda no debe ser 
desestimada por insuficiencia, a menos que se desprenda 
con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 
remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que 
puedan ser probados en apoyo de su 
reclamación, tienen aún mayor virtualidad [...] (Énfasis 
nuestro.) J. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal 
Civil,Tomo II, Publicaciones JTS, 2011, pág. 528 que cita 
a Reyes v. Sucn.Sánchez Soto, supra. 
 

 Así pues, para que el demandado prevalezca al presentar una 

moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2(5), supra, “debe 

establecer con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de derecho que pueda ser 

probado en apoyo a su reclamación, aun interpretando la demanda de la 

forma más liberal posible a su favor.” J. Cuevas Segarra, op. cit., a la pág. 

529. (Énfasis nuestro.) Sin embargo, esto último “se aplica solamente a 
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los hechos bien alegados y expresados de manera clara y concluyente 

que de su faz no den margen a dudas”. Id. 

 Por último, cabe mencionar que se plantea que cuando se 

presenta una moción de desestimación bajo la Regla 10.2(5), supra, “[l]a 

controversia no es si el demandante va finalmente a prevalecer, sino, 

si tiene derecho a ofrecer prueba que justifique su reclamación, 

asumiendo como ciertos los hechos [correctamente] alegados en la 

demanda.” (Énfasis nuestro.) Id., a la pág. 530. Así pues, al analizarse 

una moción de desestimación presentada tras una demanda, “el tribunal 

debe concederle el beneficio de cuanta inferencia sea posible de los 

hechos alegados en dicha demanda”. Id. a la pág. 532. 

 Por otra parte, es de amplio conocimiento que la reconvención es 

una de alegaciones responsivas permitidas. Sobre el particular, la Regla 

11 de Procedimiento Civil, supra,  establece todo lo relativo a estas. En lo 

pertinente, la Regla 11.1 de dicho estatuto establece lo referente a 

reconvenciones compulsorias, como sigue: 

Una alegación contendrá por vía de reconvención cualquier 
reclamación que la parte que la formula tenga contra 
cualquier parte adversa al momento de notificar dicha 
alegación, siempre que surja del acto, de la omisión o del 
evento que motivó la reclamación de la parte adversa y no 
requiera para su adjudicación la presencia de terceros sobre 
quienes el tribunal no pueda adquirir jurisdicción. Sin 
embargo, no será necesario incluir dicha reclamación 
mediante reconvención si al momento de comenzarse el 
pleito tal reclamación era ya objeto de otro pleito pendiente.  
 

 De igual forma, la Regla 11.2 de Procedimiento Civil, supra, 

establece lo relativo a las reconvenciones permisibles y, a tales efectos, 

dispone que “[u]na alegación podrá exponer como reconvención contra 

una parte adversa cualquier reclamación que no surja del acto, de la 

omisión o del evento que motivó la reclamación de dicha parte.” Cónsono 

con lo anterior, la Regla 39.3 de Procedimiento Civil, supra, establece que 

“[s]i el demandante deja de cumplir con estas reglas o con cualquier 

orden del tribunal, el tribunal a iniciativa propia o a solicitud de 

demandado podrá decretar la desestimación del pleito o de cualquier 

reclamación contra él [...]”. Así pues, la Regla 39.3 del referido estatuto 
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establece que las disposiciones contenidas en la Regla 39, supra, aplican 

a la desestimación de cualquier reconvención.  

III 
 

 En el presente caso, la apelante arguye que erró el TPI al 

desestimar la reconvención instada en el caso de epígrafe bajo la Ley 

Núm.115, supra, contra la CSM. No le asiste la razón. Veamos.  

Según el derecho antes esbozado, la Ley Núm. 115, supra, solo 

aplica contra el patrono de un empleado. Específicamente, cuando este 

incurre en represalias contra un empleado con relación a los términos y 

condiciones de su empleo por este haber otorgado testimonio ante un foro 

legislativo, administrativo o judicial. Es este acto, lo que constituye una 

actividad protegida bajo el referido estatuto. En adición, se establece 

que el empleado debe demostrar que participó en una actividad protegida 

y fue subsiguientemente despedido de su empleo para poder probar de 

manera prima facie la violación a dicho estatuto. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración, que la Sra. 

Burgos había presentado una Querella bajo el número HA2020CV00145 

contra la CSM por despido injustificado, represalias y discrimen bajo el 

procedimiento sumario de la Ley Núm. 2, supra. Posteriormente, CSM 

presentó la demanda de epígrafe por incumplimiento de contrato contra la 

Sra. Burgos. Por lo tanto, al momento de la presentación de la demanda 

la Sra. Burgos ya había sido despedida. Por lo tanto, no ostentaba 

relación alguna con la CSM. En adición, ya se había presentado el caso 

HA2020CV00145 ante el TPI contra la CSM.   

De igual forma, no nos convence la contención de la apelante en 

cuanto a que la presentación de la querella constituye una actividad 

protegida y que fue raíz de la presentación de esta que la CSM instó la 

demanda de epígrafe, tomando así, represalias contra esta. Como 

mencionamos anteriormente, la apelante debe demostrar que participó 

en una actividad protegida y como consecuencia de ello fue 

despedida para poder reclamar represalias. No obstante, no surge de 
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ningún documento ante nuestra consideración que la apelante haya 

ofrecido un testimonio ante algún foro, ya sea, administrativo, judicial o 

legislativo, lo cual, constituye la actividad protegida bajo la Ley Núm. 115, 

supra, y no una mera presentación de una demanda.  

Además, de no haber incurrido en una actividad protegida bajo 

dicho estatuto que provocara su despido, la presente reclamación no 

versa sobre una acción laboral sino meramente sobre un incumplimiento 

de contratos e indemnización bajo daños y perjuicios en su aspecto 

contractual. A su vez, los reclamos presentados al amparo de la Ley 115, 

supra, ya son objeto de un pleito independiente al que nos ocupa.  

Por los fundamentos antes expuestos, resolvemos que el TPI no 

erró al desestimar la reconvención instada por la apelante bajo la Ley 

Núm. 115, supra, por esta ser objeto de otro pleito pendiente, además, de 

no haber incurrido en una actividad protegida bajo el referido estatuto, la 

cual provocara su despido. Por consiguiente, una vez analizada la 

reconvención, de la forma más favorable para la apelante, concluimos 

que no tiene derecho a remedio alguno bajo la Ley Núm. 115, supra, bajo 

el caso de epígrafe. A tales efectos, procedemos a confirmar la Sentencia 

Parcial apelada.  

IV 

Por lo antes expuesto, se confirma la Sentencia Parcial apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


